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Resumen Ejecutivo:  

 

Aunque el término violencia contra las mujeres o violencia de género 
engloba varias manifestaciones de la violencia, tal y como se recoge en los 
estándares internacionales; sin embargo en este monográfico centramos 
nuestro análisis en dos de estas formas: violencia de la pareja o expareja y 
trata con fines de explotación sexual y la incidencia que ambas formas de 
violencia están teniendo en las mujeres inmigrantes asentadas en España. 

En primer lugar, se presenta la evolución y avance experimentado, en el 
ámbito internacional y nacional, en la legislación y normativa en materia 
de violencia contra las mujeres. A continuación se realiza un diagnóstico 
que da cuenta de la dimensión y situación de las mujeres inmigrantes en 
relación a los dos tipos de violencia mencionados. En tercer lugar se 
repasan las respuestas y medidas institucionales implementadas.  

Por último se recogen  una serie de conclusiones y recomendaciones con el 
objeto de identificar los problemas en los que se debe incidir para avanzar 
en la lucha contra esta grave vulneración de derechos humanos. 

 

 

I. MARCO LEGAL EN LA LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO 

1. NORMATIVA INTERNACIONAL EN LA LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA DE 
GÉNERO 

1.1 Normativa Internacional 

Los Tratados internacionales, entre ellos la Declaración Universal de Derechos 
del Hombre de las Naciones Unidas y el Convenio Europeo para la 
protección de los derechos fundamentales y libertades públicas, se refieren –
expresamente- al principio de no discriminación entre mujeres y hombres. El interés 
social y de las instituciones por la prevención y eliminación de la violencia de género ha 
ido adquiriendo cada vez mayor repercusión, especialmente a partir de la declaración 
por la ONU de 1975, Año Internacional de la Mujer. En 1985, en Nairobi, 
durante  la II Conferencia Internacional sobre la Mujer auspiciada por Naciones 
Unidas, cuando se incluyó por primera vez el maltrato contra la mujer entre las formas de 
discriminación. Posteriormente, la Recomendación 12 del Comité de la CEDAW 
afirma que los informes de los Estados sobre la evolución de la discriminación en sus 
respectivos países deben incluir la violencia contra las mujeres en todas sus formas 
y contextos.  

En 1992, la Recomendación 19, relativa a la CEDAW, insta a los gobiernos a 
que adopten medidas preventivas y de protección en materia de violencia contra las 
mujeres, y por primera vez, se reconoce formalmente la violencia contra las mujeres como 
una discriminación. Esta nueva calificación y ubicación transforma la violencia contra las 
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mujeres en un problema a tratar en la agenda política de los estados 
democráticos. Este giro en la calificación de la violencia  contra las mujeres se 
completa con el reconocimiento de la violencia como una violación a los derechos 
humanos. Durante el II Congreso por los Derechos Humanos, en Viena, en 
1993, se reconoce que la violencia contra las mujeres es una clara violación de los 
derechos humanos y que los derechos de las mujeres son parte inseparable, integral e 
inalienable de los derechos humanos universales. 

En 1993, en la Declaración de Naciones Unidas sobre la eliminación de la 
violencia contra la Mujer, se define por primera vez la violencia contra las mujeres 
como violencia de género. Esta nueva denominación terminológica tiene como objetivo 
dar entrada a un contenido amplio en materia de violencia contra las mujeres, 
mostrándose las diferentes formas y contextos en los que se desarrolla,  lo que lo 
convierte en un problema estructural que exige un abordaje complejo, transversal y 
multidisciplinar, de cuya resolución son responsables los Estados.  

Se define la violencia de género como: “todo acto de violencia, basado en la pertenencia al 
sexo femenino, que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación 
arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la privada”. Las 
distintas formas o manifestaciones de la violencia que recoge la definición son: a) la 
violencia física, sexual y psicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el 
abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia relacionada con la dote, la violación por el 
marido, la mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, 
los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada 
con la explotación. b) La violencia física, sexual y psicológica perpetrada dentro de la 
comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación 
sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y 
la prostitución. c) La violencia física, sexual o psicológica perpetrada o tolerada por el Estado, 
donde quiera que ocurra. 

En 1994, la Resolución 45/1994, la Comisión de los Derechos Humanos asigna 
por primera vez responsabilidades a los Estados por actos de violencia contra las 
mujeres. En 1995, la IV Conferencia de Mujeres (Beijing), supuso un punto de 
inflexión, porque pasó a considerarse que la lucha contra la violencia de  género no era 
un tema exclusivo de las mujeres, sino algo que afecta a toda la sociedad en su 
conjunto, y cuyo tratamiento no puede ser sectorial, requiriendo políticas integrales. 
En la IV Conferencia se aprobó la Declaración y la Plataforma de Acción de 
Beijing, documento que incorpora lo logrado en las conferencias y tratados 
anteriores1 y en el que se identifican diversas esferas de especial preocupación, tal 
como la pobreza, las desigualdades en educación y acceso a la salud, la violencia contra 
la mujer, las consecuencias de los conflictos armados en las mujeres, la desigualdad en 
las estructuras y políticas económicas, la desigualdad entre la mujer y el hombre en el 
ejercicio del poder y en la adopción de decisiones a todos los niveles, etc., En este 

                                                 
1 Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra 

la Mujer y la Declaración de Viena. 
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documento se pide el compromiso unánime de los Estados con el fin de erradicar la 
violencia y avanzar en la igualdad, el desarrollo y la paz. 

En el párrafo 113 de la Plataforma de Beijing se define la violencia de género 
como “la violencia basada en el género que tiene como resultado posible y real un daño 
físico, sexual, psicológico, incluidas las amenazas, la coerción o la privación arbitraria de la 
libertad, ya sea en la vida pública como en la privada”. También se reconocen otras 
formas según la violencia se desarrolle en la familia, la comunidad o sea perpetrada o 
tolerada por el Estado. En el párrafo 118 se establece el origen de esa violencia 
específica: “es la manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre 
mujeres y hombres, que han conducido a la dominación de la mujer por el hombre, la 
discriminación contra la mujer y la interposición de obstáculos contra su pleno desarrollo”. 

Desde la conferencia de Beijing ha habido un número significativo de reformas legales 
en muchos países: se han anulado o enmendado leyes  discriminatorias o establecido 
leyes que protegen y promueven los derechos humanos de las mujeres, produciéndose 
importantes avances en la lucha contra la violencia de género. Posteriormente se han 
celebrado dos sesiones especiales de Naciones Unidas “Beijing+5” (2000) y 
“Beijing+10” (2005) en las que se puso especial énfasis en la necesidad de seguir 
avanzando en la lucha contra la violencia de género. 

 

1.2  Normativa Internacional específica en la lucha contra la trata 

Remitiéndonos al análisis realizado, en paginas anteriores, sobre la normativa 
internacional en la lucha contra la violencia de género (en todas sus manifestaciones), 
es necesario dada  la especificidad del problema, completar dicho análisis en materia 
normativa. 

La primera norma que analiza el problema y establece claras medidas para combatirlo 
es el Convenio de Naciones Unidas contra la Trata de personas y de la explotación de 
la prostitución ajena de 2 de diciembre 1949.2, en el que recoge en su preámbulo: 
“Considerando que la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas para fines 
de explotación, son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana y ponen en 
peligro el bienestar del individuo, la familia y la comunidad...". 

El 15 de noviembre de 2000 la Asamblea General de la ONU aprueba la 
Convención contra el Crimen Organizado Transnacional, que entró en vigor el 
29 de septiembre de 20033. La misma viene acompañada de tres Protocolos que la 

 
2 De acuerdo con dicho Convenio, ratificado por España en 1964, los países firmantes no pueden reglamentar la 

prostitución o someter a las mujeres a registros o a otros controles administrativos. Además (art. 6), prohíbe a 
los Estados que reconozcan la prostitución como un trabajo, ya que el derecho al trabajo está ligado a una práctica 
administrativa que incluye controles, registros y reglamentación de la prostitución. 
La protección a las víctimas se convierte en un objetivo central, y son los Estados parte los obligados a crear 
estructuras destinadas a la prevención de la trata y la prostitución, así como para la protección y la rehabilitación 
de las víctimas. En la misma línea se considera prioritaria la protección de los inmigrantes, tanto en el lugar de 
llegada o de partida como durante el viaje 

3  Adoptada por resolución A/RES/55/25, de 15 de noviembre de 2000, de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
Hallándose, a fecha de mayo de 2005, firmada por 147 estados y ratificada por 105 estados, entre ellos España. 
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complementan, de los que destacamos: Protocolo para Prevenir, Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas especialmente de Mujeres y Niños, conocido como 
Protocolo de Palermo, que entró en vigor el 25 de diciembre de 20034  y Protocolo 
contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, que entró en vigor el 
28 de enero de 20045. La trata y el tráfico ilícito de migrantes, vienen regulados en dos 
instrumentos diferentes, como puede apreciarse, apuntando a la clara diferenciación 
que en los estándares internacionales se hace de ambas figuras criminales.  

El concepto de trata de personas (trafficking en inglés) se diferencia del término 
tráfico ilícito de migrantes (smuggling), y esta diferencia es fundamental para situar 
el problema y comprender la obligatoriedad de proporcionar protección a las víctimas 
de trata. La facilitación para la inmigración ilegal se refiere al fenómeno de smuggling o 
transporte ilícito, que no contiene un elemento de coerción o engaño, al menos al comienzo 
del proceso. El contrabando de personas no es reconocido como una violación de los derechos 
humanos pero sí es una violación a las leyes migratorias, y comprende la participación 
voluntaria de inmigrantes con redes de tráfico, con el fin de obtener la entrada ilegal o 
irregular a otro país. Naciones Unidas define la trata, a través del  Protocolo de Palermo 
como:  

a) […] la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 
recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión 
o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como 
mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los 
trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos; 

b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de explotación 
que se tenga la intención de realizar descrita en el apartado a) del presente artículo no se 
tendrá en cuenta cuando se haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en 
dicho apartado;  

Por lo tanto, a partir de esta definición, el problema de la trata debe ser claramente 
regulado de forma diferente al tráfico o contrabando de personas. Identificando la 
diferencia mediante tres elementos: la acción (usualmente el trasporte o tráfico) los 
medios (engaño, rapto, coerción, situación de vulnerabilidad) y, sobre todo, el 
propósito, siendo este último la explotación de la persona con fines de lucro. La trata 
supone la voluntad viciada de la víctima y la necesidad de una protección especial para 

                                                 
4 Adoptada por resolución A/RES/55/25, de 15 de noviembre de 2000, de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas. A fecha de mayo de 2005 cuenta con 117 estados signatarios y con 84 estados que la han ratificado, entre 
ellos España.  

5 Adoptada por resolución A/RES/55/25, de 15 de Noviembre de 2000, de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. A fecha de mayo de 2005 cuenta con 112 estados signatarios y con 74 estados que la han ratificado, entre 
ellos España. 
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ésta.6 Dicha protección integral, en el Protocolo de Palermo, engloba diferentes 
ámbitos relativos a la asistencia humanitaria, a la protección de su integridad física, a su 
recuperación física y psíquica, y a su adecuado encaje en el proceso penal contra sus 
agresores7, así como otras medidas relativas a la seguridad de la repatriación. Su 
ratificación obliga a los Estados a estructurar adecuadamente la legislación interna en 
función de las medidas previstas en el protocolo,  en el ámbito de la penalización de la 
trata y la investigación y persecución de la misma,  en la asistencia y apoyo a las 
víctimas y testigos y, en el ámbito de la cooperación y prevención de la trata entre los 
estados. Así mismo,  exige a los Estados parte que los suscriben, entre ellos el Estado 
español, «adoptar o fortalecer medidas legislativas o de otra naturaleza... 
que pongan freno a la demanda que promueve la explotación de las 
personas en todas sus formas, en particular la de las mujeres y los niños, y 
que provoca la trata»8. 

Para profundizar en el análisis de la normativa internacional que regula la trata, hemos 
de resaltar los siguientes hechos que identifican, claramente, el problema en la 
actualidad. El objeto de la trata es siempre la explotación de la víctima y, aunque esta 
explotación puede ser de diversa índole, es la explotación sexual la que representa 
el mayor número de casos. A su vez, existen varias formas de explotación sexual: 
matrimonios serviles, pornografía, turismo sexual y, fundamentalmente, explotación 
sexual a través de la prostitución. Es precisamente este sector el que ha 
experimentado una expansión mayor, potenciando el desarrollo de la mal llamada 
“industria del sexo” con un importante volumen de negocio en todo el mundo. 
Asimismo, puede afectar tanto a hombres como a mujeres pero, en realidad, tal y 
como establecen los datos oficiales, la víctimas son fundamentalmente mujeres y niñas9.  
                                                 
6 Cfr. Conclusiones Seminario Internacional sobre la Trata de Seres Humanos. Ciudad de México. Noviembre de 

2004. http://www.crmsv.org/Conclusiones_Seminario_trata_SRE_nov04-Mexico.doc
7  Reproducimos por su importancia, los siguientes artículos: Artículo 6. 1. Cuando proceda y en la medida que lo 

permita su derecho interno, cada Estado Parte protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de 
personas, en particular, entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las actuaciones judiciales relativas a 
dicha trata. 6.3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la 
recuperación física, psicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso, cuando proceda, en 
cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la 
sociedad civil, y en particular mediante el suministro de: a) Alojamiento adecuado; b) Asesoramiento e 
información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en un idioma que las víctimas de la trata de 
personas puedan comprender; c) Asistencia médica, psicológica y material; y d) Oportunidades de empleo, 
educación y capacitación. 6.5 5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas de la 
trata de personas mientras se encuentren en su territorio. Artículo 7. 1. Además de adoptar las medidas 
previstas en el artículo 6 del presente Protocolo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar 
medidas legislativas u otras medidas apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer 
en su territorio, temporal o permanentemente, cuando proceda. 

8  El Lobby Europeo de Mujeres, con representación de miles de ONG’s y asociaciones de mujeres en toda 
Europa, adoptó, en su Asamblea General de 2001, una nueva moción para luchar contra la trata para la 
explotación sexual de mujeres. En dicha moción se pedía la criminalización de los clientes, siguiendo en este 
sentido el modelo sueco. Suecia es el único país en el mundo donde la legislación en materia de Igualdad de 
Oportunidades ha intentado reducir el mercado del sexo incidiendo en la responsabilidad social y penal del 
comprador.  

9  El Fondo de Población de la ONU calcula que 4 millones de mujeres son vendidas cada año con fines de 
prostitución, esclavitud, o matrimonio forzado y 2 millones de niñas que son introducidas en el comercio sexual. 
Cerca de un millón de mujeres entra al año en Europa para ser prostituidas.  

http://www.crmsv.org/Conclusiones_Seminario_trata_SRE_nov04-Mexico.doc
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Existe una importante base documental sobre la Trata en el seno de las Naciones 
Unidas, generada a través de los numerosos informes que la institución ha venido 
elaborando. En un informe dirigido a la Unión Europea (ACNUR, 2001) se señala: «Las 
causas que se han venido reconociendo como origen de la trata de personas 
comprenden factores económicos como la pobreza, el desempleo y el endeudamiento; 
factores sociales y culturales como la violencia contra las mujeres y niñas, 
discriminación por motivos de género en el seno de la familia, la comunidad y el 
Estado; factores políticos y legales como la ausencia de legislación apropiada y la 
corrupción del sector público; y factores internacionales como la creciente 
feminización de la migración laboral, por un lado, y el endurecimiento cada vez mayor 
de las políticas de inmigración por parte de los países receptores, por otro».  

Afortunadamente, pese a los esfuerzos realizados por la “industria del sexo”, son cada 
vez más movimientos sociales quienes, avalados por la legislación internacional, sitúan 
la trata para la explotación sexual como un problema generado a partir de la 
discriminación y violencia de género. No se considera el ejercicio de la prostitución 
(principal destino y por tanto, causa de las víctimas de trata) como una actividad 
libremente elegida, sino como una elección fuertemente condicionada, desde una 
perspectiva de género, por las circunstancias personales, familiares y socio-
económicas, así como por una sociedad basada, aún hoy, en valores patriarcales en los 
que los cuerpos de las mujeres pueden ser objeto de consumo.   

En diciembre de 1993, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la 
Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer10. El primer 
instrumento internacional de derechos humanos que aborda exclusivamente este tema 
y en el que se contemplan todas las formas o manifestaciones de la violencia de 
género, incluyendo la trata y la prostitución.  

Respecto de la discriminación contra la mujer, referimos la amplia jurisprudencia 
europea en esta materia, enmarcada, asimismo dentro de la definición adoptada por la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer, que recoge: «La expresión discriminación contra la mujer denotará toda distinción, 
exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, 
sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra 
esfera »11. Es esta discriminación, la que ubica a la mujer, en una situación de exclusión 
y vulnerabilidad superior a la que experimenta el hombre. Dicha discriminación 
determina, por tanto, que la mujer se vea expuesta con mayor facilidad que los 
hombres a las situaciones de trata; siendo cultural y universalmente aceptado, con 
naturalidad, incluso en las sociedades occidentales avanzadas, el hecho de que la mujer 
pueda ser considerada y tratada como un objeto al servicio de la satisfacción del varón. 

 
 

10 Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer. (Res. A.G. 48/104, ONU, 1994),  
 
11 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979. 
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2. NORMATIVA EUROPEA EN LA LUCHA CONTRA LA VIOLENCIA DE 
GÉNERO 

2.1. Normativa Europea en la lucha contra la violencia de género (Consejo de 
Europa y Unión Europea) 

El Consejo de Europa reconoció en el Convenio de 4 de noviembre de 1950, 
para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, el 
derecho al respeto de la vida privada y familiar, autorizando la injerencia de la 
autoridad pública para la protección de los derechos y libertades de la ciudadanía. En el 
marco de la Unión Europea, la promoción de la igualdad entre mujeres y hombres se 
consagra como uno de los objetivos de la Comunidad y su acción, incluida su política 
social, debe fijarse el objetivo de eliminar las desigualdades entre las mujeres y los 
hombres. 

Se considera que la violencia de género es la exacerbación de la desigualdad, y tanto la 
Unión como los Estados están capacitados para adoptar medidas legislativas 
coordinadas y tendentes a prevenir la violencia contra las mujeres y la infancia, así 
como a sancionar las conductas violentas y a resarcir a las víctimas procurando al 
mismo tiempo las respuestas oportunas, tanto preventivas como reparadoras. En el 
ámbito europeo, se planteó por primera vez el problema de la violencia contra las 
mujeres en el seno del Parlamento Europeo en 1986, mediante la Resolución A-
44/86 sobre Agresiones a la Mujer, donde se abordaba bajo diversos puntos de 
vista, desde las agresiones sexuales y las agresiones en el ámbito privado, hasta la 
prostitución.  

En 1993, con motivo de la III Conferencia Interministerial Europea sobre la 
igualdad entre la mujer y el hombre se adoptan estrategias para eliminar la 
violencia contra las mujeres, se desarrollan políticas para combatir el fenómeno y se 
adopta una resolución sobre el abuso sexual y la violación. En esta misma línea, el 
Parlamento Europeo adoptó en el año 1994 la Resolución A3-0349/94, sobre 
las violaciones de las libertades y los derechos fundamentales de las mujeres, además 
en la que se ponía de manifiesto, fundamentalmente, la problemática de la violación de 
los derechos de las mujeres y tenía en cuenta el derecho de las mujeres a la integridad 
de su cuerpo. 

En 1997, recogiendo el compromiso de Beijing, se pone en marcha una 
importante “Campaña de tolerancia cero frente a la violencia” que tiene como 
objetivos: (1) Analizar la situación social y la legislación de los distintos países que 
integran la Unión Europea (2) Promover un marco común en el plano legislativo y 
desarrollar políticas públicas de intervención comunes, con la pretensión de erradicar 
la violencia contra las mujeres, (3) Creación del Observatorio Europeo de violencia 
contra las mujeres. 
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En 2000, se puso en marcha el Programa Daphne I12, que tiene como objetivo la 
prevención de la violencia ejercida contra niñas o niños, adolescentes y mujeres. 
Cuando una vez finalizado se evalúan los resultados, se decide llevar a cabo un segundo 
programa, Daphne II13, ampliando los objetivos a la eliminación de todas las formas 
de violencia ejercida contra niñas, niños, adolescentes y mujeres.  En la actualidad se ha 
aprobado el programa Daphne III. 
 
2.2. Normativa Europea de lucha contra la trata (Unión Europea y Consejo de 

Europa) 

La Unión Europea, ha realizado esfuerzos durante la última década para luchar contra 
esta grave vulneración de derechos humanos perpetrada, como ya hemos visto, 
fundamentalmente contra mujeres y niños/as. En la Acción Común de 24 de febrero de 
1997, relativa a la lucha contra la trata de seres humanos y la explotación sexual de 
niños, y en el Anexo al Convenio basado en el artículo K.3 del Tratado de la Unión 
Europea por el que se crea una oficina europea de policía (Convenio Europol, 26 de 
julio de 1995), se define la trata de seres humanos como: «el acto de someter a una 
persona al poder real e ilegal de otras personas mediante la violencia o mediante amenazas o 
abusando de una relación de autoridad o mediante engaño, en particular con objeto de 
entregarse a la explotación de la prostitución ajena, en forma de violencia sexuales respecto 
de menores de edad o al comercio ligado al abandono de niños». Sobre este aspecto el 
Parlamento europeo solicitó a la Comisión que la definición que la Unión hiciera de la 
trata de seres humanos incluyese igualmente otras prácticas de tipo esclavista, aparte 
de la prostitución forzada y la explotación sexual, tales como el trabajo forzado y el 
matrimonio forzado, tal y como se recogía en el ámbito internacional. 

En consecuencia la Decisión marco del Consejo, de 19 de julio de 2002, relativa a la 
lucha contra la trata de seres humanos incluye esas conductas y delimita cuáles han de 
ser los elementos del tipo penal de la trata dentro del ámbito de los estados miembros 
de la Unión Europea14.  

 
12 En 2000, el Parlamento Europeo realizó una encuesta para analizar los patrones de consideración social de la 

violencia. El resultado evidenció la falta de información y la distorsión de la sociedad sobre este fenómeno, 
justificándolo como algo natural en los conflictos de pareja o familiares. Se justifica el acto violento y se explica 
con causas externas al propio sujeto, alcohol, drogas, al tiempo que se culpabiliza a las mujeres como causantes 
o productoras de los actos violentos. Como respuesta se puso en marcha Daphne I, establecido por la Decisión 
nº 293/2000/CE, de 24 de enero de 2000.  

13 Su objetivo es prevenir y combatir toda forma de violencia, tanto en el ámbito público como en el ámbito 
privado, contra niños, jóvenes y mujeres; adoptando medidas preventivas y proporcionando apoyo a las víctimas 
y a los grupos de riesgo, incluida en especial la prevención de su exposición futura a la violencia, así como ayudar 
y estimular a las organizaciones no gubernamentales y otras organizaciones activas en este campo. 

14 El artículo 1 de la Decisión marco tipifica como trata: «1. La captación, el transporte, el traslado, la acogida, la 
subsiguiente recepción de una persona, incluidos el intercambio o el traspaso del control sobre ella cuando: se recurra a la 
coacción, la fuerza o la amenaza, incluido el rapto, o se recurra al engaño o fraude, haya abuso de autoridad o de 
situación de vulnerabilidad, de manera que la persona no tenga una alternativa real y aceptable, excepto someterse al 
abuso, o se concedan o se reciban pagos o beneficios para conseguir el consentimiento de una persona que posea el 
control sobre otra persona, con el fin de de explotar el trabajo o los servicios de dicha persona, incluidos al menos el 
trabajo o los servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares a la esclavitud o la servidumbre, o con el fin de explotar 
la prostitución ajena o ejercer otras formas de explotación sexual, incluida la pornografía.” 
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Es importante destacar como la UE define la trata de seres humanos «no como 
fenómenos episódicos, es decir, que afectan a unos cuantos individuos, sino que, presentan un 
carácter estructural, con amplias implicaciones en el tejido social y económico, y en la 
organización de nuestras sociedades». Además, cabe mencionar que en ninguno de 
los instrumentos europeos sobre trata se da una definición de la víctima 
como el núcleo central de las medidas a adoptar en esta materia. Asimismo, 
define la explotación sexual como: «la explotación de una persona con fines de 
prostitución, espectáculos pornográficos o producción de material pornográfico». Todas las 
acciones encaminadas a la erradicación de estos fenómenos deberían, de acuerdo con 
la Comisión, abordar la cadena entera de la trata: los que captan y trafican, clientes, 
transportistas y explotadores, e insiste en la necesidad de adoptar una perspectiva de 
derechos humanos y de género. 

El Consejo de la Unión Europea aprobó el 29 de abril de 2004 la Directiva 
2004/81/CE, relativa a la expedición de un permiso de residencia a nacionales de 
terceros países que sean víctimas de la trata de seres humanos o hayan sido 
objeto de una acción de ayuda a la inmigración ilegal, que cooperen con las 
autoridades competentes. Previa al otorgamiento del permiso, la directiva también 
establece un período de reflexión a estas personas «que les permita recuperarse y 
librarse de la influencia de los autores de los delitos, de forma que puedan decidir con 
conocimiento de causa si cooperan con las autoridades competentes». Asimismo la directiva 
prevé una asistencia  bio-psico-social básica.  

Con fecha 16 de mayo de 2005, el Consejo de Europa aprueba el Convenio Europeo 
contra la Trata de Seres Humanos, que entró en vigor el 2 de febrero de 2008. Tras su 
entrada en vigor ha sido firmado por 39 de los 47 países que forman parte del Consejo 
de Europa. En el caso de España, el Convenio se firmó el pasado 9 de julio y no 
se conoce aún la fecha para su ratificación.”. 

 

 

3. NORMATIVA NACIONAL Y AUTONÓMICA EN LA LUCHA CONTRA LA 
VIOLENCIA DE GÉNERO 

3.1 Normativa nacional y autonómica en la lucha contra la violencia de género 

A nivel nacional, y desde la Constitución de 1978, el Derecho a vivir sin violencia de 
género se deriva de la literalidad de los artículos 10, 14 y 15. La violencia de género 
atenta a valores constitucionales de primer orden: al derecho a la dignidad de la 
persona y al libre desarrollo de su personalidad; al derecho a la vida, a la integridad 
física y moral con interdicción de los tratos inhumanos o degradantes, a la seguridad 
personal; al derecho a la igualdad y no discriminación. Asimismo, quedan afectados, 
además, principios rectores de la política social y económica, como la protección de la 
familia y la infancia, y la protección integral de hijas e hijos. El Tribunal Constitucional 
tiene reconocido que la violencia de género es una discriminación por razón de sexo, y 
que las mujeres son destinatarias de este tipo de violencia porque el varón quiere 
mantener la situación de dominación. 
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Antecedentes Legislativos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre. 

La Constitución de 1978 además de reconocer la igualdad formal entre mujeres y 
hombres, con expresa prohibición de la discriminación por razón de sexo, la configura 
como valor superior del Ordenamiento, introduciendo el deber de actuar de los 
poderes públicos para hacer efectiva la igualdad real entre unos y otras. 

La Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de actualización del Código Penal 
de 1973, introdujo un nuevo artículo, el 425, que castigaba la violencia física ejercida 
sobre «el cónyuge o persona con la que el autor estuviera unido por análoga relación de 
afectividad», sobre las hijas o hijos sometidos a potestad o sobre pupilas, pupilos, 
menores o incapaces sometidos/as a tutela o guarda de hecho. La pena prevista era la 
de arresto mayor, de uno a seis meses de privación de libertad. Esta reforma se 
centró, exclusivamente en la violencia física, lo que suponía dejar fuera del reproche 
penal la mayor parte de las violencias que se producen en el ámbito familiar y, desde 
luego, las que suelen ser sus primeras manifestaciones (violencia psíquica). Autores del 
delito podían ser hombres y mujeres, al igual que víctimas, siempre que unos y otras 
mantuvieran entre sí las concretas relaciones personales definidas en el tipo penal. 

La violencia específica sobre las mujeres, como fenómeno social merecedor de especial 
repulsa, fue reconocida expresamente por el Tribunal Constitucional, 
convalidando, con ello, un diferenciado tratamiento desde el sistema de justicia penal 
frente a la violencia que podía producirse en el ámbito de la pareja, en función de quién 
fuera el autor y la víctima. El Auto 691/84, de 14 de noviembre, del Alto 
Tribunal, señalaba, en su Fundamento Jurídico Tercero lo siguiente: «Es notorio, 
en efecto, que como afirma el Auto impugnado constituye hoy un fenómeno social merecedor 
de especial repulsa, el hecho de que, dentro de la pareja, se produzca con lamentable 
frecuencia malos tratos a la mujer por parte del hombre, mientras que, por el contrario, no 
existe como fenómeno social el hecho contrario, es decir, los malos tratos al hombre por parte 
de la mujer. Está en consecuencia justificado que para reprimir aquel fenómeno social se 
acentúe el rigor de la Ley para los que contribuyen al mismo. No se da, por tanto, frente a lo 
que dice el recurrente, una discriminación en la aplicación de la Ley por razón de sexo, pues 
el hombre no es tratado más severamente por su condición de hombre sino por contribuir con 
su conducta a la existencia del fenómeno social de las mujeres maltratadas, contra el cual 
pueden y deben reaccionar los Tribunales de Justicia con los medios que el Derecho les 
permite». 

Pese a lo anterior, este nuevo tipo penal, introducido en 1989, resultó inaplicado 
durante muchos años, manteniéndose en la mayor parte de casos las acusaciones por 
supuestas faltas, cuyo enjuiciamiento correspondía a los Juzgados de Instrucción, con 
un resultado de impunidad en más de un 80% de los casos. La Ley Orgánica 
14/1999, de 9 de junio, de modificación del Código Penal de 1995, en 
materia de protección a las víctimas de malos tratos y de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, modificó, entre otros extremos, el precepto 
mencionado, incorporando a la acción tipificada (la violencia física habitual) la violencia 
psíquica, abarcando asimismo conductas ejecutadas contra personas que hubieran 
tenido anteriormente con el agresor la relación afectiva de pareja. 
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Estas sucesivas reformas legislativas reforzaron un concepto, el de violencia 
doméstica, y un bien jurídico, la dignidad de la persona y la paz familiar. Sin embargo, 
únicamente se regula la violencia doméstica o de ámbito familiar, no diferenciándose de 
la violencia de género, que es aquella violencia estructural ejercida por los hombres 
contra las mujeres -por el mero hecho de ser mujeres- en el ámbito de las relaciones 
de afectividad, presente o pasada, y que puede darse  tanto en el ámbito familiar como 
en otros ámbitos. 

La Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento 
rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del 
procedimiento abreviado, introdujo significativas reformas procesales para lograr el 
rápido enjuiciamiento de determinados delitos y faltas, incluidos los vinculados a la 
violencia doméstica, dentro de los 15 días siguientes a la ejecución de los hechos, así 
como el dictado de sentencias de conformidad, inmediatamente después de producirse 
éstos, en el propio Juzgado de Instrucción. 

La Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de Protección de las 
Víctimas de la Violencia Doméstica, supuso un paso más, especialmente 
relevante, en la lucha contra esta lacra social, introduciendo por primera vez en 
nuestro Ordenamiento, la diferencia entre la violencia de género en el ámbito de las 
relaciones de afectividad y otras violencias intrafamiliares y reclamando tanto la 
coordinación entre todos los sectores como la actuación de toda la sociedad para 
conseguir su erradicación.  

Se configura el denominado «estatuto integral de protección de la víctima», 
posibilitando la adopción de resoluciones judiciales cautelares por el Juzgado de 
Instrucción que contemplasen tanto medidas penales como civiles y asistenciales. 

La Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en 
materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración social de 
los extranjeros, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia 
doméstica e integración social de los extranjeros, por la que se da una nueva redacción 
a la llamada «circunstancia mixta de parentesco», que funciona, dependiendo de los 
casos, como atenuante o como agravante; se hacen delito antiguas faltas de lesiones 
ejercidas en el ámbito familiar, incluyendo cualquier menoscabo psíquico o una lesión 
no definida como delito, esto es, la que no precisara para la sanidad tratamiento 
médico o quirúrgico posterior a la primera asistencia médica, así como golpes o mal-
trato de obra que no causaran lesión o la amenaza leve con armas y otros 
instrumentos peligrosos.  

En el artículo 153.115 del actual Código Penal se prevé la posibilidad de imponer 
la pena de prisión de tres meses a un año, aunque también, alternativamente, la pena 
de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días. Así mismo, 
se incluye en todos estos caso la pena de privación del derecho a la tenencia y porte 
de armas y, de considerarse adecuado al interés del/de la menor o incapaz, la de 

 
15 El artículo 153 del Código Penal  está vigente desde el 29 de junio de 2005. 
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inhabilitación para el ejercicio de la potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento por 
tiempo de seis meses a tres años. Sujetos activos y pasivos podían ser tanto hombres 
como mujeres, dentro del círculo familiar señalado, por lo que seguía ubicando la 
represión en el ámbito de la violencia doméstica. La pena habría de imponerse en su 
mitad superior en determinados supuestos, en concreto, cuando el delito se 
perpetrara en presencia de menores, utilizando armas, tuviera lugar en el domicilio 
común o en el de la víctima o se quebrantara una pena, medida cautelar o de seguridad 
(prohibición de aproximación, de residir o de comunicarse). 

En el anterior Código Penal el delito de violencia física o psíquica habitual se 
enmarcaba dentro del artículo 152 bajo el epígrafe de   “Violencia física en el ámbito 
familiar”. En el Código Penal vigente, la violencia física o psíquica habitual16 pasa a 
ubicarse sistemáticamente como delito contra la integridad moral, en el artículo 
173.2  sobre “Trato degradante”. 
En el nuevo artículo 173 se amplia los sujetos pasivos contra los que podía ir dirigida la 
conducta prevista, pasando a incluir a hermanos, hermanas, a otras personas 
amparadas en cualquier otra relación por la que se encontraran integradas en el núcleo 
de su convivencia familiar o a otras personas que por su especial vulnerabilidad se 
encontraran sometidas a custodia o guarda en centros públicos o privados. La pena 
prevista era la de prisión de seis meses dos años, privación del derecho a la tenencia y 
porte de armas de dos a cinco años y, en su caso, de estimarse adecuado al interés 
del/de la menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de la potestad, tutela, 
curatela, guarda o acogimiento por tiempo de uno a cinco años. 
La Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional, permitió la 
adopción de la medida cautelar de prisión provisional para estos delitos, incluso 
aunque el delito presuntamente cometido estuviera castigado con pena inferior a dos 
años, que pasaba a constituir el nuevo límite temporal de referencia para acordar la 
medida cautelar, cuando tuviera como finalidad evitar que el imputado actuase contra 
bienes jurídicos de la víctima. 

La Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, de reforma del Código Penal, 
introdujo, como principal novedad en los delitos de violencia doméstica, la imposición 
obligatoria de la pena accesoria de prohibición de aproximación (alejamiento) de la 
víctima. Como complemento de las anteriores medidas, y al objeto de facilitar el 
conocimiento de las decisiones judiciales previamente adoptadas, lo que habría de 
redundar en una mejor protección de las víctimas, el Real Decreto 355/2004, de 5 
de marzo, creaba el Registro Central para la protección de las víctimas de la 
violencia doméstica, centralizando en un solo Registro la información sobre la 
totalidad de penas y medidas de seguridad impuestas en esta materia por sentencias así 
como de medidas cautelares, incluyendo órdenes de protección, adoptadas en el curso 
de un procedimiento penal, posibilitando su uso por juezas y jueces, fiscalas y fiscales y 

 
16 En el Código Penal anterior, para que se considerase  la habitualidad de la violencia física o psíquica se exigía, al 

menos, tres sentencias y/o condenas. En el vigente Código Penal, se reconoce la habitualidad si existen actos 
acreditados de la misma. 
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policía judicial. Por Real Decreto 315/2005, se ampliaba el acceso al Registro a las 
Comunidades Autónomas, en cuanto obligadas a garantizar el cumplimiento de 
determinadas medidas asistenciales. 

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género, tiene por objeto actuar contra la violencia 
que se ejerce sobre las mujeres por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o 
de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, 
aun sin convivencia, como manifestación de la discriminación, la situación de 
desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres.  

De acuerdo con la Exposición de Motivos, la violencia de género se ejerce sobre las 
mujeres por el sólo hecho de serlo, porque son consideradas por sus agresores como 
personas carentes de los derechos mínimos de libertad, de respeto y de capacidad de 
decisión. Esta Ley pretende atender las recomendaciones de los organismos 
internacionales en el sentido de proporcionar una respuesta global a la violencia que se 
ejerce sobre las mujeres. El fundamento jurídico sustancial de la Ley Orgánica se 
encuentra en los artículos 15 y 9.2 de la Constitución Española. El artículo 15 establece 
que “Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, 
puedan ser sometidos a torturas ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. [...]”. El 
artículo 9.2 determina que “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones 
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 
efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la 
participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”. 

Por ello, los poderes públicos no pueden ser ajenos a la violencia de género, que 
constituye uno de los ataques más flagrantes a derechos fundamentales proclamados 
en la Constitución, como la libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y la no 
discriminación.  

En este sentido, estos mismos poderes públicos tienen la obligación de adoptar 
medidas de acción positiva para hacer reales y efectivos dichos derechos, removiendo 
los obstáculos que impiden o dificultan su plenitud. El ámbito de la Ley Orgánica abarca 
tanto los aspectos preventivos, educativos, sociales, asistenciales y de atención 
posterior a las víctimas, como la normativa civil que incide en el ámbito familiar o de 
convivencia donde principalmente se producen las agresiones. Igualmente se aborda 
con decisión la respuesta punitiva que deben recibir todas las manifestaciones de 
violencia que la Ley regula. 

La Ley establece medidas de sensibilización e intervención en el ámbito educativo; de 
refuerzo de una imagen que respete la igualdad y la dignidad de las mujeres, con 
referencia concreta al ámbito de la publicidad; de apoyo a las víctimas, a través del 
reconocimiento de derechos, como el derecho a la información, a la asistencia social 
integral y a la asistencia jurídica gratuita; de protección social; de apoyo económico; a 
la vez que proporciona una respuesta legal integral que abarca tanto normas 
procesales, como normas sustantivas penales y civiles; así como la debida formación de 
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as reguladoras de 

 e diciembre, Integral contra la 
violencia de género de la Comunidad de Madrid. 

 

 

 2 de julio, para la adopción de 

las personas que en los ámbitos sanitarios, policiales y jurídicos son responsables de la 
obtención de pruebas y de la aplicación de la Ley. 

La Ley Orgánica establece, también, medidas de sensibilización e intervención, en el 
ámbito sanitario, para optimizar la detección precoz y la atención física y psicológica de 
las víctimas, en coordinación con otras medidas de apoyo. Asimismo, la Ley pretende 
dar una respuesta global a la violencia de género, en el ámbito doméstico y, como 
quiera que las situaciones de violencia sobre las mujeres afectan también a las y los 
menores que se encuentran dentro del entorno familiar, que son víctimas directas o 
indirectas de esta violencia, la Ley prevé, asimismo, su protección, y ello no sólo para 
tutelar los derechos de las y los menores, sino para garantizar, de forma efectiva, las 
medidas de protección adoptadas respecto de las mujeres. 

Por último, la lucha contra la violencia de género también se ha reflejado en la 
legislación de algunas comunidades autónomas, que han elaborado leyes específicas. En 
este momento se encuentran en vigor las siguientes normas:  

 Comunidad Autónoma Andalucía. Ley 13/2007, de 26 de noviembre de 
medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género. 

 Comunidad Canaria. Ley 16/2003, de 8 de abril, de prevención y protección 
integral de las mujeres contra la violencia de género. 

 Cantabria. Ley 1/2004, de 1 de abril, Integral para la Prevención de la Violencia 
contra las Mujeres y la Protección a sus víctimas. 

 Comunidad Autónoma Castilla-La Mancha. Ley 5/2001, de 17 de mayo, de 
Prevención de Malos Tratos y Protección a las Mujeres Maltratadas. 

 Comunidad Castilla y León. Ley ¡/2003, de 3 de marzo de Igualdad de 
oportunidades entre Hombres y Mujeres de las Cortes de Castilla y León. 

 Cataluña. Ley 5/2008, de 24 de abril, del derecho de las mujeres a erradicar la 
violencia machista. 

 Galicia. Ley 7/2004, de 16 de julio, gallega para la igualdad de mujeres y 
hombres. Ley 11/2007, de julio, de Galicia, sobre las norm
prevención y el tratamiento integral de la violencia de género. 

Comunidad de Madrid. Ley 5/2005, de 20 d

Murcia. Ley 7/2007, de 4 de abril, Ley para la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres, y de Protección contra la Violencia de Género en la Región de Murcia. 

Comunidad Navarra. Ley Foral 22/2002, de 2 de julio, para la adopción de 
medidas integrales contra la violencia sexista. Ley Foral 12/2003, de 7 de marzo, 
de modificación de la Ley Foral 22/2002, de
medidas integrales contra la violencia sexista. 
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agón, Melilla, Ciudad de Ceuta y Principado 
e Asturias, no tienen normas con rango de ley, sino decretos, resoluciones, órdenes, 

ión 

vante de las conductas que se describen 

                                                

 Comunidad Valenciana. Ley 9/2003, de 2 de abril, para la igualdad entre 
mujeres y hombres. 

 País Vasco. Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la igualdad de mujeres y 
hombres. (Capítulo VII: violencia) 

Las restantes comunidades autónomas: Ar
d
etc. 

 

3.2 Normativa Nacional y Autonómica en la lucha contra la trata 

Como ya hemos advertido, muy recientemente el Gobierno Español ha firmado el 
Convenio Europeo contra la Trata de Seres Humanos y aún no ha realizado la 
transposición de la Directiva 2004/81/CE, de 29 de abril de 2004 relativa a la 
expedición de un permiso de residencia a nacionales de terceros países que 
sean víctimas de la trata de seres humanos o haya sido objeto de una acc
de ayuda a la inmigración ilegal, que cooperen con las autoridades 
competentes, cuyo plazo finalizó el 6 de agosto de 2006…17.  

Esta falta de transposición de la normativa europea al derecho interno ha determinado 
que la  única norma del ordenamiento jurídico español, que intenta regular el delito de 
la trata  es el limitado artículo 318.bis, el cual aparece en el Título XV bis. Delitos 
contra los derechos de los ciudadanos extranjeros del Código Penal, de 
artículo único, que regula el tráfico ilícito de personas. En su apartado 2, 
incluye un tipo agravado que se aplica cuando el tráfico, no la “trata” se hace con 
fines de explotación sexual. Es en este mismo artículo, y en concreto en su apartado 
tercero, donde encontramos un segundo agra
con anterioridad, incluyendo aquí el elemento del engaño, y ponderando este como la 
medida para imponer las penas17.  

Este precepto se introdujo en el Código Penal por la Ley Orgánica 8/2000 de 
reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social a los efectos de 
introducir un instrumento de persecución penal del tráfico de personas. Este artículo 
sufrió una modificación por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, que, además 
del endurecimiento de las penas, con respecto a su primera redacción, introdujo el 

 
17 1. El que, directa o indirectamente, promueva, favorezca o facilite el tráfico ilegal o la inmigración clandestina de personas 

desde, en tránsito o con destino a España, será castigado con la pena de cuatro a ocho años de prisión. 
2. Si el propósito del tráfico ilegal o la inmigración clandestina fuera la explotación sexual de las personas, serán castigados 

con la pena de 5 a 10 años de prisión. 
3. Los que realicen las conductas descritas en cualquiera de los dos apartados anteriores con ánimo de lucro o empleando 

violencia, intimidación, engaño, o abusando de una situación de superioridad o de especial vulnerabilidad de la víctima, o 
siendo la víctima menor de edad o incapaz o poniendo en peligro la vida, la salud o la integridad de las personas, serán 
castigados con las penas en su mitad superior. 

4. En las mismas penas del apartado anterior y además en la de inhabilitación absoluta de seis a 12 años, incurrirán los 
que realicen los hechos prevaliéndose de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público. 
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gulado en el apartado primero 
esto de la trata, con 
sejo, de 19 de julio de 

normativa 

, la posibilidad de que los derechos contemplados en las mismas puedan 

ulado en el apartado 

isión marco del Consejo, de 19 de julio de 2002, 

                                                

apartado 2, el tráfico ilícito al objeto de explotación sexual. De ese modo el legislador 
pretendía añadir al tipo penal del tráfico de personas, re
(que era lo que realmente regulaba la inicial redacción), el supu
intención de adaptarse a lo señalado por la Decisión marco del Con
2002, relativa a la lucha contra la trata de seres humanos.  

En este sentido, queremos advertir, dos elementos importantes: 

Aunque en este monográfico tratamos de recoger todas las normas que regulan el 
delito de la trata, hemos de advertir que la normativa comunitaria y la 
interna, no son comparables, dado que hacen referencia a temas complementarios 
pero muy distintos en cuanto al objeto; la Directiva se refiere a la protección y 
documentación de las víctimas y el código penal a la persecución del delito.  

Así mismo, entendemos que la Directiva, aunque no haya sido transpuesta, es aplicable, 
tal y como establece el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, quien 
reconoce el efecto directo vertical de las Directivas comunitarias, y más 
concretamente
invocarse directamente por los particulares frente a los poderes públicos, siempre que 
el precepto que pretenda invocarse sea los suficientemente claro, preciso e 
incondicional. 

El precepto se introdujo en el Código Penal por la Ley Orgánica 8/2000 de 
reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social a los efectos de 
introducir un instrumento de persecución penal del tráfico de personas. Este artículo 
sufrió una modificación por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, que, además 
del endurecimiento de las penas, con respecto a su primera redacción, introdujo el 
apartado 2, el tráfico ilícito al objeto de explotación sexual. De ese modo el legislador 
pretendía añadir al tipo penal del tráfico ilícito de personas, reg
primero (que era lo que realmente regulaba la inicial redacción), el supuesto de la 
trata, con intención de adaptarse a lo señalado por la Decisión marco del Consejo, de 19 
de julio de 2002, relativa a la lucha contra la trata de seres humanos. 

Como ya hemos explicado, los textos internacionales, fundamentalmente los dos 
protocolos18, ambos firmados y ratificados por España, ponen especial cuidado en 
clarificar ambos conceptos y sus respectivas consecuencias. La trata no es un tipo 
agravado que trae causa de un tipo inicial, el del tráfico ilegal de personas, sino que se 
trata de un tipo completamente independiente. En los estándares internacionales 
ratificados por España las personas objeto de la trata son, ante todo y sobre todo, 
víctimas, sujeto de derecho de una batería de medidas destinadas a su asistencia y 
protección integral. La propia Dec
relativa a la lucha contra la trata de seres humanos, en la que la reforma de la Ley 
Orgánica 11/2003 dice basarse, delimita un concepto de trata específico, prácticamente 
idéntico al adoptado en Palermo.  

 
18 Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas especialmente de Mujeres y Niños (Protocolo 

de Palermo), y el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, 
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 la 

ado 

culo 59 de la ley de extranjería establece las previsiones en caso de 

ón, la 

                                                

Cabe preguntarse qué ocurre, entonces, en las situaciones en la que las víctimas de 
trata han entrado de modo regular, como podría ser el caso de las/los nacionales de
UE. o qué ocurre cuando la explotación no es para fines sexuales -muchas mujeres son 
traficadas para explotación laboral-. En ambos casos, estas conductas no pueden 
perseguirse porque no están tipificas ni por el artículo 318.bis.2 ni por ningún otro. 

Por último, en el caso de las mujeres inmigrantes la consecuencia inmediata de esta 
nueva regulación del Código Penal –que confunde la trata con un supuesto agrav
del tráfico ilícito- es la aplicación inmediata de la Ley de Extranjería a sus víctimas, 
como si, por encima de su condición de víctima prevaleciese su condición  de personas 
inmigrantes en situación irregular.  

Siguiendo con la racionalidad del ordenamiento interno, el resto de conductas 
reguladas que podrían incidir en las situaciones de trata son las establecidas en la Ley 
Orgánica 4/2000,19 y en su Reglamento de ejecución, aprobado por el Real Decreto 
2393/2004, de 30 de diciembre. El criterio que engloba la regulación de las 
conductas de trata (tráfico en ambos documentos) es el de la colaboración con la 
justicia. El artí
colaboración contra redes organizadas siendo su finalidad la documentación de la 
víctima en situación administrativa irregular siempre que colaboren con las 
autoridades20. 

A pesar de tratarse de un supuesto  que se aplica con cierta asiduidad a las víctimas de 
trata, que colaboran con las autoridades, lo cierto es que las  medidas de protección a 
la víctima, consistentes en la regularización documental y en la asistencia social y 
jurídica, quedan supeditadas a su participación en el procedimiento policial y penal y a 
que dicha colaboración sea considerada “esencial”, por las autoridades policiales o 
judiciales. Entendemos que el objetivo es, más que la garantía de protecci
persecución del delito. Así mismo, dicha protección puede ser revocada si el titular, 

 
19  Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 

social, y las subsiguientes y abundantes modificaciones por leyes orgánicas 8/2000, 11/2003 y 14/2003 

20 1 El extranjero que haya cruzado la frontera española fuera de los pasos establecidos al efecto o no haya cumplido con su 
obligación de declarar la entrada y se encuentre irregularmente en España o trabajando sin autorización, sin 
documentación o documentación irregular, por haber sido víctima, perjudicado o testigo de un acto de tráfico ilícito de 
seres humanos, inmigración ilegal, o de tráfico ilícito de mano de obra o de explotación en la prostitución abusando de 
su situación de necesidad, podrá quedar exento de responsabilidad administrativa y no será expulsado si denuncia a las 
autoridades competentes a los autores o cooperadores de dicho tráfico, o coopera y colabora con los funcionarios 
policiales competentes en materia de extranjería, proporcionando datos esenciales o testificando, en su caso, en el 
proceso correspondiente contra aquellos autores. 

2. Los órganos administrativos competentes encargados de la instrucción del expediente sancionador harán la propuesta 
oportuna a la autoridad que deba resolver. 

3. A los extranjeros que hayan quedado exentos de responsabilidad administrativa se les podrá facilitar a su elección, el 
retorno a su país de procedencia o la estancia y residencia en España, así como autorización de trabajo y facilidades 
para su integración social, de acuerdo con lo establecido en la presente Ley. 
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 protegidos y la de 

 la violencia, como manifestación de la 

to a la trata para la 

te tipo de violencia. Otro 

durante el tiempo que dura el procedimiento, cesa en su cooperación o colaboración, 
tal y como se establece en el punto primero del articulo 117 del RD 2393/2004. 

Finalmente, hemos de mencionar la falta de desarrollo reglamentario de la Ley 
Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre,  de Protección de Testigos y Peritos en Causas 
Criminales, lo que se traduce en la falta de  recursos y procedimiento para garantizar 
la protección de las víctimas que obtienen la condición de testigos
sus familiares, tras su colaboración con la justicia.  Como ejemplo, en la práctica este 
hecho se traduce en una falta de medios y coordinación necesaria  para  preservar la 
identidad de las testigos o denunciantes  a lo largo del proceso judicial, elemento este 
imprescindible, aunque no el único,  para garantizar la protección.  

 Para continuar en el análisis del ordenamiento jurídico interno, y en relación a la 
consideración a nivel internacional de la trata y la explotación sexual-prostitución 
como formas de violencia de género hemos de decir que en ningún momento la 
legislación española recoge este precepto, y prueba de ello, es la omisión que de estos 
supuestos se hace en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género. Por primera vez, el 
ordenamiento jurídico español recoge y define el concepto de violencia hacia las 
mujeres, y no lo hace en un sentido limitado a una de sus formas, sino que la identifica 
en el supuesto general de violencia de género, regulada en el artículo 1 de la misma: La 
presente Ley tiene por objeto actuar contra
discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de 
violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las 
coacciones o la privación arbitraria de libertad.  

Sin embargo, el ámbito objetivo de la ley queda reducido a un tipo concreto de 
violencia de género, identificándolo, exclusivamente con: (...) la violencia que  se ejerce 
sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan 
estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.  

Es aquí donde entendemos que se ha perdido la oportunidad y aunque es difícil de 
entender, creemos que la falta de un verdadero debate y compromiso político y social, 
y el miedo a desvirtuar los esfuerzos por regular un problema tan grave en nuestra 
sociedad como la violencia doméstica al igualarla en tratamien
explotación sexual, todo ello, unido a las fuertes presiones ejercidas por la “industria 
sexual”, para hacernos ver que la prostitución es una actividad laboral como cualquier 
otra, elegida “libremente” por las mujeres inmigrantes, son las verdaderas causas para 
que los supuestos de trata y prostitución no se hayan incluido.   

Pero, además, consideramos que si algo necesita el abordaje legal de los problemas de 
trata y explotación sexual, es precisamente la perspectiva integral que se plantea en la 
Ley Orgánica 1/2004, estableciéndose medidas destinadas tanto a la asistencia a 
víctimas como a la represión, prevención y erradicación de es
de los aspectos sin duda notables es el relativo a la percepción y ubicación de la 
víctima, a la descripción de sus necesidades daños y carencias, a sus luchas cotidianas 
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as y la explotación sexual. Igualmente se programan medidas en el actual 
desarrollar políticas activas, para erradicar la violencia contra las 

(objetivo 5.2), donde se recoge: «La violencia contra las mujeres, en todas sus 
manifestaciones, es una de las grandes lacras que sigue arrastrando la sociedad de principios 

 

 

ción de todo lo “femenino”. Sin embargo,  a pesar de 

a las mujeres en España son el Consejo Superior Poder 

para hacer velar su condición de sujeto indefenso. La víctima de violencia de género es, 
ante todo, víctima, más allá de cualquier otra consideración.  

No obstante, a través del Instituto de la Mujer, del Ministerio de Igualdad (y las 
diversas instituciones competentes en las Comunidades Autónomas), se viene 
reconociendo la trata de mujeres y niñas como forma de violencia de género, no a 
modo de legislación (excepto algunas comunidades autónomas que si reconocen los 
supuestos de trata y prostitución en la legislación específica de lucha contra la violencia 
de género), pero sí de planes y programas de actuación. Esta es otra de las paradojas 
que queremos señalar. Ya en el III Plan para la Igualdad de Oportunidades de las Mujeres 
(1997-2000), incluía la promoción de medidas específicas para eliminar la trata de 
mujeres y niñ
plan vigente dirigidas a 
mujeres 

del siglo XXI. 

II. DIAGNÓSTICO SOBRE LA INCIDENCIA DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO EN 
LA MUJER INMIGRANTE 

1.  Diagnostico sobre la incidencia de la violencia ejercida por el cónyuge o 
pareja en la mujer inmigrante 

Cualquier informe sobre la violencia contra las mujeres que pretenda recoger los 
datos cuantitativos que la caracterizan corre el riesgo, siempre, de quedarse corto. Los 
indicadores con los que contamos (número de muertes, denuncias, ordenes de 
protección, etc..) nos muestran solo la punta de iceberg  de un fenómeno que es 
universal y que tiene como causa la desigual distribución de poder entre mujeres y 
hombres así como una infravalora
que según la OMS la violencia de género representa la primera causa de mortalidad 
entre las mujeres de 15-45 años en todo el mundo por encima de los accidentes de 
tráfico o el cáncer, podemos afirmar que no se puede llegar a una cifra fiable en cuanto 
a la violencia contra las mujeres.  

Sin embargo, los datos  con los que contamos nos ofrecen una idea aproximada de la 
situación que viven muchas mujeres, inmigrantes y autóctonas en España. Las fuentes 
principales de las que podemos obtener información de tipo cuantitativo sobre la 
magnitud de la violencia contr
Judicial, el Ministerio del Interior y las Macroencuestas del Instituto de la Mujer. Estas 
fuentes nos ofrecen los datos relativos al número de denuncias, de muertes y órdenes 
de protección, así como la que se desprende de la macroencuesta que diferencia entre 
maltrato técnico y declarado. 

Existen, además, estadísticas a nivel europeo así como estudios comparativos 
internacionales que pretenden dar cuenta de la dimensión de la violencia contra las 
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públicos implicados facilita que las mujeres se atrevan a 

 viven en España no difiere de esta 
onsideración. Sin embargo, las circunstancias y contextos en los que se realizan las 

lnerabilidad de las mujeres inmigrantes. La 
 víctimas de violencia y dificulta, en 

mujeres, sin embargo, existe un debate acerca de los números reales que la 
caracterizan. Ahora bien, en lo que si parece estar de acuerdo todo el mundo es que, 
en el caso de España, el número de denuncias ha ido aumentando considerablemente a 
lo largo de los últimos años aunque también, el número de muertes. Existen dos 
hipótesis explicativas sobre lo que está sucediendo como indican Bosch y Ferrer: si lo 
que ocurre es que las mujeres se encuentran más dispuestas a denunciar o sí, por el 
contrario, se está produciendo un aumento real de los casos. Parece que ambas 
hipótesis son ciertas. La visibilidad del problema, el aumento de la sensibilidad social y 
el mayor nivel de recursos 
denunciar. Ahora bien, si partimos de que la violencia contra las mujeres tiene sus 
raíces en la desigualdad entre mujeres y hombres y en la subordinación de las 
primeras, no es ilógico pensar que los cambios en las relaciones de género y la llamada 
“liberación “de la mujer, puedan hacer que, acorto y medio plazo, aumente la violencia 
de los hombres hacia éstas. 

A pesar de las dificultades descritas para conocer la dimensión real del problema, si 
tenemos datos para asegurar que la violencia contra las mujeres es uno de los 
problemas más graves de salud pública que existen en España y un atentado contra los 
derechos humanos de las mujeres que requiere la máxima atención por parte de los 
poderes públicos para su erradicación.  

Ya hemos indicado que la violencia contra las mujeres tiene su origen en la 
subordinación de éstas en relación a los hombres y por tanto, las raíces de la violencia 
que sufren las mujeres inmigrantes que
c
migraciones influyen notablemente en la vu
inmigración acentúa, en ocasiones, el riesgo de ser
otras, el acceso a los servicios y recursos que la administración pública y la sociedad 
civil ha puesto a disposición de las mujeres. 

 

Las cifras con las que contamos son las siguientes. 

Según informe del Observatorio contra la violencia de género CSPJ, el total de 
denuncias por malos tratos durante el año 2.007 fue de 126.293, es decir, 364 cada día. 
De esté número, el 30 % corresponde a casos de mujeres inmigrantes. Esta cifra 
resulta realmente alarmante si  tenemos en cuenta que en España la población de 
mujeres extranjeras supone un 11% del total de mujeres. Si atendemos a los datos del 
padrón municipal, observamos que la tasa de denuncias entre las mujeres extranjeras 
es de 13 por cada mil, mientras que en el caso de las españolas es de un 3/ 1.000 

Si bien es cierto que el número de denuncias interpuestas por mujeres es un indicador 
del grado de violencia de género que se está produciendo en España, es importante 
recalcar que hay muchas situaciones en las que la denuncia se convierte en una salida 
complicada, entre las que cabe destacar la de las 7 millones de mujeres rurales (entre 
las que también hay inmigrantes). En el medio rural todavía operan una serie de 
dinámicas y estereotipos que dificultan, por un lado, la autopercepción por parte de las 
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ción (PNSP) una de las medidas para el análisis de las causas y 
onsecuencias de la violencia de género, es “analizar el fenómeno de la violencia de 

l (en municipios de menos de 10.000 
 difusión en este ámbito de los derechos  que reconoce la Ley 

mujeres como víctimas de maltrato y, por otro lado, el acceso a los recursos. Algunas 
de las características del medio rural que agravan las citaciones de violencia de género 
son: (1) en el medio rural todavía se mantienen muy afianzados los roles de género 
tradicionales; (2) entornos donde todo el mundo se conoce; (3) menores recursos de 
atención a la violencia; (4) escasez de oportunidades laborales para las mujeres; (5) 
envejecimiento de la población. Es importante señalar que la Ley Integral no menciona 
a las mujeres rurales como colectivo en situación de especial vulnerabilidad frente  a la 
violencia de género, sin embargo, en el Eje de Investigación del Plan Nacional de 
Sensibilización y Preven
c
género entre las mujeres del mundo rura
habitantes) y potenciar la
Integral. Para la realización del mencionado estudio se está tramitando la firma de un 
convenio con la FEMP. 

 

Ordenes de Protección: 
En cuanto a las órdenes de protección, desde la puesta en marcha de la Ley Integral, 
148.672 mujeres han solicitado una orden de protección de las que un 78% la han 
obtenido. Esto quiere decir que en un 22% de los casos las solicitudes han sido 
denegadas. Este dato resulta muy importante si tenemos en cuenta que la batería de 
medidas que contempla la Ley, se ponen en marcha una vez que existe una órden de 

e contundencia necesitar una orden de protección.  
omando los datos relativos al 2007, observamos que se dictaron 37.794 ordenes de 

 sido posible obtener datos de la 

protección.  Ahora bien si de lo que se trata es de conocer de la manera más ajustada 
posible el número de casos de violencia de género, no debemos pasar por alto el 
hecho que  este 22 % no indica necesariamente que en ese tanto por ciento las 
mujeres no fueran víctimas de violencia de género, sino que no han podido demostrar 
con suficient
T
protección de las que en un 64% de las casos, las víctimas eran mujeres españolas 
mientras que en un 36% eran extranjeras. No ha
nacionalidad de las víctimas a las que se les denegó una solicitud de orden de 
protección. 
 

Mujeres inmigrantes: mayor vulnerabilidad y riesgo 

La Resolución del Parlamento Europeo 2006/2010 (INI) expresa que las mujeres 
inmigrantes están más expuestas a la violencia, psíquica y física, bien a causa de su 
dependencia económica y legal, bien porque las mujeres sin estatus legal están en una 
situación de mayor vulnerabilidad ante la violencia y la explotación sexual en el lugar de 
trabajo así como frente a redes de personas. Las mujeres inmigrantes en situación 
irregular corren particularmente el riesgo de que se les denieguen sus derechos 
fundamentales y de convertirse aún más en víctimas de discriminaciones y violencia en 
la vida cotidiana 
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 vulnerabilidad en la 

lotación a la que son 

ervicios sexuales; como resultado de la 

                                                

Algunas de las circunstancias que acentúan la situación de
que se encuentran las mujeres inmigrantes frente a la violencia de género son: 
falta de red de apoyo/familiar, dificultades con el idioma, -precariedad laboral, 
dependencia económica y administrativa (ej: reagrupación familiar) de la pareja, 
temor a la expulsión de España en los casos de mujeres sin autorización de residencia. 

 

2.  Diagnóstico sobre la trata para la explotación sexual. 

Como hemos ido desgranando, las víctimas de trata poco tienen que ver con las 
personas que son objeto del tráfico ilícito de personas. Es la exp
sometidas la que diferencia con claridad el tipo -penal, cuando exista- y la que 
determina la condición de víctima de las personas que se ven a ella expuesta. El 
sometimiento de estas víctimas –fundamentalmente mujeres como ya hemos visto- a la 
explotación que toda trata implica –explotación mayoritariamente sexual- determina 
una situación clínica y psicológica de víctima caracterizado por la indefensión, por la 
imposibilidad de las mismas de reaccionar y de tomar el rumbo de su vida, como 
consecuencia de las violaciones flagrantes de que ha sido objeto.  

Estamos ante un fenómeno muy complejo donde es difícil delimitar las causas que 
están relacionadas con su incremento en todo el mundo y, por supuesto también, en el 
estado Español. Este fenómeno está íntimamente ligado a la pobreza y subdesarrollo, 
claramente identificable en los datos recogidos en las estadísticas oficiales21, a la 
discriminación y violencia de género, a los conflictos armados, al crimen organizado y 
por supuesto, al incremento de la demanda de s
aceptación social de la explotación sexual de la mujer, fundamentado en estructuras e 
ideología patriarcal. Asimismo, existen otros factores que lo facilitan, como son: la falta 
de aplicación en los estados (procedencia, tránsito y destino) de los instrumentos 
internacionales protectores; políticas migratorias restrictivas; corrupción de 

 
21 1. Conferencia Internacional de la ONU. Viena 13/02/08. 

o Cada año hay unos 2,5 millones de víctimas de la trata de personas en el mundo que además son obligadas 
a distintos tipos de trabajos forzados, especialmente la prostitución, la explotación laboral en sectores 
como la industria textil y tareas domésticas. El 95% de las víctimas sufre violencia física o sexual, y el 43% 
del total, en su gran mayoría mujeres, es forzada a la prostitución.  

o 161 países aseguran verse afectados por el tráfico de personas, sea como país de origen, de tránsito o de 
destino. El negocio clandestino de la trata de personas y subsiguiente explotación laboral y sexual mueve 
unos 31.700 millones de dólares por año.  

o De este volumen total, unos 1.300 millones se generan en América Latina y el Caribe, aunque la mayor 
parte del negocio se encuentra en los países industrializados, con 15.500 millones de dólares, es decir, el 
49% del total calculado. 

o España es uno de los diez primeros países de destino de las víctimas de la trata de personas con fines de 
explotación sexual. 

2. Cada año entre 600.000 y 700.000 personas son víctimas de la trata internacional de seres humanos, de las 
cuales aproximadamente un 80% son mujeres y niñas, y hasta un 50% son menores. Informe Anual sobre 
Trata de Personas del Departamento de Estado de Estados Unidos. 

3. Entre 40.000 y 50.000 mujeres y niñas son víctimas en España de trata con fines de explotación sexual. El 
problema de la trata, en sus distintas versiones, atrapa a 1,2 millones de niños en el mundo. Así, las redes de 
tráfico de personas constituyen el tercer negocio criminal mundial, después de las que trafican con drogas y 
armas. Save The Children. 
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ión específica en materia de trata de los agentes 

en encontrar datos registrados que documentan el desplazamiento y 

ses de procedencia de las mujeres objeto de trata son países 

 directa del sistema social androcéntrico 

n materia de educación, empleo y remuneración las 

                          

autoridades y, finalmente, la falta de sensibilidad y responsabilidad en la protección a las 
víctimas de trata y la falta de formac
implicados en la identificación de las víctimas.  

El abordaje de los problemas que afectan a las mujeres requiere inexcusablemente 
partir del hecho relevante de las desigualdades estructurales que afectan a hombres y 
mujeres. Cuando esto no se cumple los análisis que se elaboran conducen a soluciones 
tradicionales cuya intención, explícita o implícita, intencional o casual, no es otra que 
mantener, preservar o ratificar privilegios masculinos, relegando a la mujer a un papel 
de subordinación y objeto de placer. 

La investigación realizada a nivel internacional por Skrobanek, Boonpakdi y Janthakeero 
(1999)

8 
sitúan la trata de mujeres como un problema que ha estado siempre ligado a la 

prostitución y que se reconoce por primera vez a finales del siglo XIX. En este periodo 
se pued
explotación de jóvenes campesinas que son trasladadas a las grandes ciudades (Londres 
y París) para ejercer la prostitución. En este sentido, aunque existe un acuerdo general 
en que las prácticas de explotación sexual deben ser condenadas, no hay todavía una 
respuesta unificada sobre cómo debería abordarse el problema de la trata y encontrar 
soluciones. Es concretamente, el vínculo entre trata y prostitución el hecho que más 
inquieta y que continúa dividiendo no sólo a los estados, sino también a la opinión 
pública. 

Es evidente que los paí
que padecen una pobreza estructural, situación en la cual la persona no está en 
condiciones de satisfacer sus necesidades vitales, no sólo en términos de supervivencia 
física, sino también en términos de desarrollo como persona. Según el Informe 
Sobre Desarrollo Humano 22, se observa una tendencia que manifiesta que la 
exclusión, la inseguridad humana y la desigualdad, van en aumento. Asimismo, se 
denuncia que la globalización no se ha configurado en términos equitativos, sino más 
bien todo lo contrario. 

Se comprueba, además, que estas circunstancias de desigualdad, discriminación y 
marginalidad afectan especialmente a las mujeres. Esto es así en la medida en que 
existen condicionantes que son consecuencia
imperante respecto al género: la mujer es la sustentadora del hogar pero en peores 
condiciones de vida y de trabajo. No tiene el mismo acceso a la cultura, a la educación, 
a la sanidad, al derecho de propiedad, a la participación política y social y en muchos 
casos está sometida a la violencia y al abuso. En definitiva, la mujer representa una clara 
posición de desventaja en el reconocimiento de derechos, acceso a los recursos, a la 
participación y al poder. Según este mismo informe de Naciones Unidas el 70% de las 
personas pobres en el planeta son mujeres.  

En los lugares donde la pobreza ya ha limitado las opciones de la gente, la 
discriminación contra las mujeres e

                       
22 ONU, (2000). 
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portes 

guiente reflexión de Colette de Troy (2001: 
7): “La trata y prostitución no se puede disociar de otras formas de violencia hacia las 
ujeres ni tampoco de la demanda: las mujeres víctimas de trata pagan un alto precio por las 
ntasía sexuales y el dominio de los hombres. La trata y la prostitución representan 
esequilibrios llamativos entre los hombres y las mujeres, entre el Norte y el Sur. Representan 

                                                

deja con escasas posibilidades de sustentarse a sí mismas y a sus familias. Para muchas 
de ellas es imposible la emigración por medio de las vías formales y si sueñan con una 
vida mejor en una ciudad o en otro país, se tornan fácilmente vulnerables frente a las 
falsas promesas de empleos que les ofrecen los tratantes. Aunque puedan sentirse 
inquietas con respecto a las circunstancias del viaje, la desesperación ante sus 
perspectivas del presente y la esperanza de una vida mejor contrarrestan fácilmente 
cualquier sensación de peligro. 23.  

Pero para profundizar en el problema, es necesario dar un paso más dentro de esta 
perspectiva de género. Tal y como se recoge en la Investigación realizada sobre la 
Trata en Perú24 y en otras investigaciones a nivel internacional25 los factores 
condicionantes, como elementos en común, que inciden en la predisposición de la 
víctima a caer en la trata son tres interrelacionados: la escasez de recursos 
económicos, la inexistencia de oportunidades y la falta de so
emocionales. La investigación subraya que la confluencia de estas variables resulta en 
un conjunto de potenciales factores de riesgo para la captación de mujeres. Hay 
muchas mujeres pobres que no son víctimas de trata al contar con el soporte 
emocional que brinda una familia estructurada. Se detecta una recurrencia de familias 
disfuncionales por abandono, alcoholismo, drogadicción o violencia, siendo éstos 
factores que facilitan la captación de mujeres, en especial en jóvenes con aspiraciones 
de superación, minimización de la sensación de riesgo y necesidades afectivas.  

Finalmente, desde la perspectiva de género, hemos de reflexionar sobre cómo la trata 
para la explotación sexual de mujeres, no sólo daña a las víctimas, sino que termina 
por dañar al propio Estado. La aceptación de esta forma de explotación condiciona la 
libertad de las mujeres y sus derechos de ciudadanía, convirtiendo a todas las mujeres 
en ciudadanas de segunda clase. No puede existir una verdadera democracia en ningún 
Estado si la mitad de sus ciudadanos pueden ser tratados como mercancía. En esta 
misma línea, cabe hacer mención de la si
6
m
fa
d
no sólo la cara oculta de la globalización, sino que también es la muestra más visible todavía 
presente en nuestras sociedades, donde la igualdad entre sexos permanece en los tratados, 
pero no ha llegado aún a ser una realidad”. 

 

 

 

 
23 Phinney, A., (2002). 
24 OIM / Movimiento el Pozo. (2004). Trata Internacional de Mujeres para la Industria del sexo en Perú. Investigación 

realizada en el marco del Proyecto Internacional de Mujeres para la industria del sexo. 
http://www.iom.int/en/PDF_files/pbn/peru_ct_rep_0305.pdf 

25 Prostitución, tráfico y estrés postraumático Melissa Farley. http://www.somalymam.org/pdfs/farley_cast.pdf

http://www.somalymam.org/pdfs/farley_cast.pdf
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onados con la violencia de género, los 

 cabe sino 

inmigrantes, las que se encuentran 
n situación de exclusión social o las mujeres con discapacidad. Por tanto, la propia 

 

n administrativa, estos 
der h
que es
mucha

 

Como

III. MECANISMOS DE PROTECCIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

Debido a la multitud de factores relaci
organismos internacionales han recomendado siempre la adopción de un enfoque 
integral para combatirla. La aprobación en España de la Ley de Medidas de Protección 
Integral contra la Violencia de Género del año 2004 ha venido además, a  cumplir con 
una antigua reclamación de las organizaciones de mujeres. Por tanto, no
felicitarnos por la aprobación y puesta en marcha de una ley que introduce 
importantes novedades y cuya finalidad principal es: prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia y prestar atención a las víctimas.  

En lo que se refiere a las mujeres inmigrantes hay que destacar el artículo 17 Garantía 
de los derechos de las víctimas: “todas las mujeres victimas de violencia de género, con 
independencia de su origen, religión o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social, tiene garantizados los derechos reconocidos en la  Ley”. 

En el artículo 32 (4) se considera de forma especial la situación de las mujeres que, por 
sus circunstancias personales y sociales puedan tener mayor riesgo de sufrir violencia 
de género o mayores dificultades para acceder a los servicios previstos por la Ley, 
tales como las pertenecientes a minorías étnicas, las 
e
Ley pone de manifiesto la especial vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes frente a la
violencia de género. Ahora bien, si es cierto que la Ley reconoce los derechos de las 
mujeres inmigrantes independientemente de su situació

ec os no son ejercidos ni protegidos en muchos casos porque existen otras leyes 
tán primando por encima de la Ley Integral. La Ley de Extranjería coloca a 
s mujeres inmigrantes en callejones sin salida. 

 ejemplos de estos casos de desprotección, podemos mencionar los siguientes:  

jeres extranjeras en situación administrativa irregular. 
El art. 45.4 del Reglamento de la Ley Orgánica 8/2000 de reforma de la LO 
4/2000, de 11 de enero, de derechos y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social (LOEX), sobre el acceso a una autorización por 
circunstancias hu

1. Mu
• 

• 

manitarias, incluye los supuestos de las víctimas de conductas 
violentas ejercidas en el entorno familiar. La solicitud se puede presentar con la 
orden de protección, pero solo se concederá la autorización cuando haya 
recaído la sentencia. Esto implica que hay un periodo en el que la situación de la 
mujer inmigrante es cuando menos indefinida, y que además no va a poder 
acceder a los derechos sociales y económicos que contempla la LO 1/2004 de 
Medidas de Protección Integral …….por encontrarse indocumentada, tal como 
regula la LOEX. 
El art. 19 de la LO 1/2004 de Medidas ……, prevé un derecho a la asistencia 
social integral que comprende la atención de emergencia, de apoyo y acogida y 
de recuperación integral. Dado el régimen de derechos establecido por la 
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jeres no podrán inscribirse en los Servicios Públicos 
específico de empleo para las victimas 

• 

una 

2. Mu
• 

• 

 que ese tiempo de 

• 
utorizaciones 

ntrato de trabajo y su condición de 

LOEX, las mujeres inmigrantes en situación irregular solo podrían tener acceso 
a esta asistencia si se considerara como “servicios sociales básicos”. 

• En materia de derechos laborales y de prestaciones de la Seguridad Social: las 
mujeres inmigrantes en situación administrativa irregular, no están autorizadas 
ni para residir ni trabajar, en consecuencia no les es de aplicación lo establecido 
en el artículo 21 de la LO 1/2004 en materia de derechos laborales y de 
protección social. Estas mu
de Empleo, y participar en el programa 
inscritas como demandantes de empleo, previsto en el art. 22 de la misma ley. 
El art. 27 de la LO 1/2004 sobre ayudas sociales y económicas, exige para su 
concesión, un informe del Servicio Publico de Empleo sobre las dificultades para 
obtener un empleo de la mujer víctima de violencia de género. En el caso de las 
mujeres inmigrantes indocumentadas, la dificultad reside en la carencia de 
autorización para trabajar. 
jeres en situación administrativa regular: 
En aplicación de la Disposición Adicional 16 de la LO 1/2004, sobre la 
coordinación de los Servicios Públicos de Empleo para facilitar el acceso al 
trabajo en el caso de ejercicio del derecho a la movilidad geográfica, será 
facilitar y agilizar la necesaria modificación del ámbito geográfico de las 
autorizaciones iniciares de trabajo y residencia de mas mujeres inmigrantes. 
La condición de víctima de la violencia de género, puede ser un motivo tanto de 
suspensión como de extinción del contrato de trabajo (artículos 45.1.n) y 
49.1.m) del Estatuto de los Trabajadores), encontrándose la trabajadora en 
situación legal de desempleo. Existe la previsión de
suspensión con reserva del puesto de trabajo se considerara como periodo de 
cotización efectiva a efectos de las prestaciones de jubilación, incapacidad 
permanente, muerte o supervivencia, maternidad y desempleo. Para las mujeres 
inmigrantes es fundamental que se incluya también la referencia a que dicho 
periodo producirá efectos para la renovación de la autorización para residir y 
trabajar, dado que la cotización de unos periodos mínimos es requisito 
imprescindible para la renovación de las autorizaciones. 

En el supuesto de extinción del contrato de trabajo (art. 49.1.m) del Estatuto 
de los Trabajadores) y siempre en referencia a las titulares de a
iníciales que no reúnan los requisitos exigidos para la renovación de su 
autorización (periodos mínimos de cotización, nuevo contrato de trabajo u 
oferta de empleo según el art. 54 y art. 62 del Reglamento de aplicación de la 
LOEX, aprobado por el Real Decreto2393/2004), habría de considerarse 
igualmente la causa de extinción del co
víctima de violencia doméstica, para conceder la renovación de las 
autorizaciones de residencia y trabajo por cuenta ajena o propia.. 

Una de las principales reivindicaciones de las asociaciones de mujeres y de muchas/os 
expertas/os en materia de violencia de género es la de crear mecanismos de 
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i bien es cierto que muchas mujeres y en particular las inmigrantes tiene miedo a 

de un parte médico no puede tener el mismo peso que una 

acreditación de la condición de víctima alternativos a la denuncia y orden de 
protección, tales como el parte médico u otras. 

S
denunciar, debemos reflexionar sobre la eficacia de otros modos de acreditar la 
condición de víctima de violencia de género además de la denuncia y la orden de 
protección ya que el peso 
orden judicial. Ahora bien, deben ser tenidos en cuenta los informes de los/as 
profesionales de la salud y de otros ámbitos para que las mujeres puedan acceder a los 
recursos y servicios específicos para mujeres víctimas de violencia de género sin 
necesidad  de que exista una denuncia u orden de protección 

 

Informe del primer año de ejecución del Plan Nacional de Sensibilización y Prevención 
de la Violencia de Género 

A lo largo del contenido de la Ley Integral y en consonancia con sus objetivos, destaca 
la importancia de las labores relacionadas en los ámbitos  de la prevención de la 
violencia de género y de la sensibilización de la sociedad en general que se centran en 
la elaboración del Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de 
Género (PNSP). Dicho Plan cuenta con un período de ejecución y desarrollo de dos 
años, 2007 y 2008. En el 2007 se ha tenido ya la oportunidad de contar con un análisis 
que describe los avances producidos así como los obstáculos a los que ha sido 
necesario enfrentarse durante la puesta en marcha de las medidas.  El Informe del 
primer año del PNSP incluye un análisis también de las Medidas Urgentes así como de 

s Medidas Adicionales. El Informe recorre los distintos Ejes (Justicia, seguridad, salud, 

de actores y coordinación de actores). La descripción de los 

ente el acceso a medidas de protección. Pero, 

como a la represión, prevención y erradicación de este tipo de violencia. Otro de los 
aspectos sin duda notables es el relativo a la percepción y ubicación de la víctima, a la 

s cotidianas frente a su 

la
servicios sociales, información, educación, comunicación, investigación/estudio, 
formación, movilización 
resultados de este informe sobrepasa con creces los objetivos de este monográfico. 
Por otro lado, la única referencia explícita del análisis de las medidas a mujeres 
inmigrantes la encontramos en el Eje de Comunicación cuando asegura que se han 
editado folletos y guías tanto en papel como en formato electrónico dirigidos a 
población extranjera en francés, inglés, rumano, árabe, búlgaro, ruso y chino. 

 
Mecanismos de protección y respuesta Institucional para combatir la trata para 
la explotación sexual 

La no incorporación de la legislación nacional y comunitaria y el no reconocimiento de 
la trata como problema de violencia de género en la legislación específica en esa 
materia condicionan y reducen gravem
además, consideramos que si algo necesita el abordaje legal de los problemas de trata y 
explotación sexual, es precisamente la perspectiva integral que se plantea en la Ley 
Orgánica 1/2004, estableciéndose medidas destinadas tanto a la asistencia a víctimas 

descripción de sus necesidades daños y carencias, a sus lucha
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tre otras: (1) establecer mecanismos y procedimientos 

jetivo 5.2), donde se 

tráfico 
de m
miles 

El IV 
2006
contra las

ue pueden acceder. 

condición de indefensión. La víctima de violencia de género es, ante todo, víctima, más 
allá de cualquier otra consideración.  

En este sentido, destacamos como documento más reciente el Informe (2008) de 
Estados Unidos sobre trata de personas. 26 En el apartado de necesidades detectadas, 
se recoge el hecho que España no emplee procedimientos formales para la 
identificación de víctimas entre los grupos que se encuentran en una situación de 
vulnerabilidad, como pueden ser las mujeres en prostitución y en el apartado de 
recomendaciones, se hacen en
formales de derivación para la identificación de víctimas; (2) implementar un plan de 
acción nacional para combatir la trata; (3) aumentar las campañas para reducir el 
comercio sexual y la demanda de turismo sexual infantil; y (4) por último continuar 
con la búsqueda activa de participación de las ONGs que trabajan en este ámbito e 
incluyendo iniciativas políticas. 

No obstante, a través del Instituto de la Mujer (y las diversas instituciones 
competentes en las Comunidades Autónomas), se viene reconociendo la trata de 
mujeres y niñas como forma de violencia de género, no a modo de legislación (excepto 
algunas comunidades autónomas que si reconocen los supuestos de trata y 
prostitución en la legislación específica de lucha contra la violencia de género, como es 
el caso de Cantabria y Canarias), pero sí de planes y programas de actuación. Esta es 
otra de las paradojas que queremos señalar. Ya en el III Plan para la Igualdad de 
Oportunidades de las Mujeres (1997-2000), se incluía la promoción de medidas 
específicas para eliminar el tráfico de mujeres y niñas y la explotación sexual. 
Igualmente se programan medidas en el actual plan vigente dirigidas a desarrollar 
políticas activas, para erradicar la violencia contra las mujeres (ob
recoge: «La violencia contra las mujeres, en todas sus manifestaciones, es una de las grandes 
lacras que sigue arrastrando la sociedad de principios del siglo XXI. (…) Los malos tratos en 
el ámbito doméstico, el abuso, el acoso, la agresión sexual, la prostitución forzada, el 

ujeres y niñas, o la mutilación genital femenina, ofrecen un triste panorama, en el que 
de mujeres se ven afectadas, de un modo u otro, año tras año». 

Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres establece (2003-
), dentro del  Objetivo 5.2: desarrollar políticas activas, para erradicar la violencia 

 mujeres las siguientes actuaciones relacionadas con la trata de mujeres: 

5.2.9. Difundir, entre las mujeres víctimas de tráfico sexual, información sobre sus 
derechos y los recursos sociales a los q

5.2.10. Incentivar la colaboración de las víctimas de tráfico sexual con las Fuerzas de 
Seguridad y con la justicia, para desarticular las redes de traficantes. 

5.2.11. Impulsar la creación de plazas de acogida, en la red de centros existentes, para 
las mujeres víctimas de tráfico sexual. 

                                                 
26 US Trafficking in Persons Report 2008 http://www.state.gov/g/tip/rls/tiprpt/2008/
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esto, el tratamiento que efectúa el IV Plan. Por un lado, el Plan parece 

igrantes irregulares, para tener acceso a la 
ocumentación. 

especto a las medidas recogidas en los planes de actuación autonómicos, estas son 
as de 

población femenina en riesgo de 

n España, con 
el

 

 

IV. C

De a
dato  todas sus 
m

 
al 

los informes 
 

arcación territorial. 

                                                

5.2.12. Apoyar programas de inserción socio-laboral, para las mujeres que ejercen la 
prostitución y para las víctimas de tráfico sexual. 

Sorprende, sin embargo, realizada la interpretación de estas medidas en el marco de lo 
hasta ahora expu
identificar la trata con la explotación sexual o con el tráfico ilícito de personas (habla 
siempre de tráfico, evidenciando que el Plan no ha adoptado los estándares 
internacionales de definición de Palermo). Por otro lado el Plan pasa por alto la trampa 
en que las víctimas de trata se hallan, al estar sometidas al derecho interno vigente, 
cual es que no son víctimas si no se les reconoce y acepta previamente el papel de 
colaboradoras con la justicia. La colaboración para estas mujeres víctimas de trata no 
es opcional, es un requisito sine qua non para ser legalmente reconocidas como tales; y 
aún más grave, en el caso de las mujeres inm
d

R
más bien escasas. En realidad se limitan a incluir a los inmigrantes y a las víctim
explotación y tráfico sexual, entre otros, como 
social.-y no todos los planes incluyen la exclusión social como área específica-. Y en 
concreto respecto al tráfico sexual, algunos Planes se plantean: -Combatir el tráfico y 
la explotación sexual de mujeres y niños/as. – Colaboración con los organismos 
competentes en la investigación de mafias de prostitución que operan e

 objetivo de conseguir su erradicación”.27

ONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

cuerdo a todo lo expuesto y volviendo a incidir en la gravedad que reflejan los 
s disponibles, sobre la incidencia de la violencia de género en

anifestaciones en las mujeres inmigrantes, y ante: 

La insuficiente información que permita analizar quienes son las victimas 
inmigrantes y cómo acceden a las medidas de protección que la Ley integr
contempla. La primera dificultad en la redacción de este monográfico ha sido 
encontrarnos con una falta de datos que nos posibiliten conocer la situación de 
las mujeres inmigrantes en las estadísticas de violencia de género. Respecto a la 
Trata, dichas estadística no reflejan el problema, solo se cuenta con 
realizados por la Guardia Civil, limitándose a recoger algunos indicadores sobre
las mujeres que ejercen la prostitución en su dem

 Dificultades de aplicación de la Ley Integral (unas compartidas con la población 
autóctona y otras específicas de la población inmigrante). Y la omisión total de la 
trata para la explotación sexual como elemento objetivo de aplicación de la ley. 

 
27 http:/www.mtas.es/mujer/politicas/Comparativa.pdf 
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 Enu

1. análisis riguroso es incorporar una serie de 

2. 

3. iolencia de género en materia de prevención debe 

dencia de sociedades con escasa o nula regularización en materia de 

iva de una orden de expulsión, como sucede en estos 

5. 

6. 
mujeres y/o inmigrantes con el objeto de 

Empleo y Mujer del Foro. 

                                                

La falta de aplicación de la legislación internacional para reconocer e identificar 
otras formas de violencia contra las mujeres, en este caso la trata,  como
violencia de género en el ordenamiento jurídico español, lo que supone una 
imposibilidad para detectar y garantizar la protección de las víctimas. 

nciamos las siguientes recomendaciones: 

El primer paso para poder realizar un 
variables a las ya recogidas en las estadísticas al uso (número de denuncias, 
órdenes de protección, muertes, sentencias) tales como: nacionalidad, situación 
documental, tiempo de permanencia de España, etc. Tampoco es posible conocer 
cuántas mujeres inmigrantes en situación irregular con una orden de protección 
han accedido a una autorización de residencia por circunstancias extraordinarias. 

En relación al acceso y uso de las medidas de protección (ayudas económicas, 
recursos de acogida, prioridad a programas de empleo, etc) de las mujeres 
inmigrantes también ha resultado complicado una valoración del mismo ya que no 
se dispone de información específica.  

Para la lucha contra la v
actuarse sobre los factores de vulnerabilidad que afectan de forma particular a las 
inmigrantes: precariedad laboral (segregación vertical y horizontal, brecha salarial, 
temporalidad, altas tasas de trabajo a tiempo parcial y economía sumergida), 
dependencia económica y administrativa, dificultad en el acceso a la información y 
a los servicios y recursos (no sólo en materia de violencia de género sino en la 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres), residencias en municipios 
rurales, proce
igualdad de oportunidades y violencia de género, percepción sobre la 
igualdad/relaciones de pareja/amor (identidad de género) que dificultad la salida 
del círculo de la violencia.  

4. Es necesaria una modificación de la normativa de extranjería, para que tanto en 
los supuestos de violencia de género o doméstica, como en los supuestos de 
trata, la población extranjera víctima de las mismas y en situación irregular, tengan 
un marco de protección suficiente que las anime a denunciar, y que no se vean 
disuadidas por la perspect
momentos28 

Adaptar y complementar los recursos y servicios que la Ley ofrece a la 
especificidad de las mujeres inmigrante, entre ellas intérpretes suficientes, de 
calidad y con especialización en violencia de género (no meros traductores).  

Arbitrar  tal como señala el PECI cauces de interlocución entre las 
administraciones y las organizaciones de 
que participen en los procesos de verificación de la idoneidad de la respuesta 
institucional de la aplicación de la ley. Uno de los cauces podría ser la Comisión 

 
28 Mayor riesgo, menor protección (2007) 
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7. 
edad del tema requiere. 

8. 

a de genero.  

9. esarrollar planes específicos de actuación para prevenir, combatir y perseguir el 
elito, y más importante proteger e insertar a las víctimas, independientemente de 

Esperamos que se cumpla, por parte del 
, sobre la aprobación de un Plan de Lucha 

pa
y 
Na

 

Ga
♦ 

reación de un Protocolo de actuación para las 

♦ 

♦ 
no alargar el periodo de 

♦ 

                                                

El Estado debe garantizar que la protección de las víctimas y los recursos y 
servicios que la Ley promueve tengan la calidad que la grav
Las organizaciones y empresas que están gestionado servicios y recursos 
relacionados con los derechos que la ley ampara debe cumplir una serie de 
requisitos y es responsabilidad de la administración la inspección de los mismos 
(ej: gestión de los Puntos de Encuentro) 

Adecuar la normativa interna a la legislación internacional, no sólo respecto a la 
trata sino también respecto a la explotación sexual/prostitución. Esto obliga, 
necesariamente a reabrir el debate asumir por parte de los poderes públicos una 
respuesta integral en el marco de la violenci

D
d
su colaboración o no con la justicia. 
Gobierno, el compromiso anunciado
contra la Trata de personas para la explotación sexual. Así mismo, demandamos la 

rticipación del movimiento asociativo e interlocutores sociales en la elaboración 
ejecución de este plan, tal y como se recogen en las recomendaciones de 
ciones Unidas y el Consejo de Europa.29 

 

rantizar dicha protección implica:  
Modificar el Código penal, tipificando la trata de seres humanos. Esto 
contribuiría a resolver las carencias del Código Penal en el tema de la trata y 
seria un inicio para revisar y dar coherencia a los mecanismos de protección 
contemplados tanto en la LOEX como en su Reglamento de aplicación. 
Identificación sin demora de las víctimas, por todas las vías y agentes implicados;♦  
esto es, cuerpos de Seguridad del Estado, ámbito sanitario, ámbito social, etc… 
Para ello, es necesario, garantizar la sensibilización, formación y coordinación 
necesarias, así como la c
víctimas de trata similar al que ya existe para los casos de violencia 
de género. 
Respecto a las víctimas en situación administrativa irregular, es fundamental que 
tengan la posibilidad de acceder a la documentación y al merado de trabajo, 
tanto si finalmente colaboran con las autoridades como si deciden no hacerlo.  
Es necesario que los mecanismos de concesión de las autorizaciones en estos 
supuestos se agilicen lo máximo posible para 
indefensión de la víctima. 
En cuanto a la asistencia a las víctimas de la trata, nuestra normativa debe 
recoger los contenidos mínimos establecidos en el Convenio del Consejo de 

 
29 Convenio Del Consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de seres humanos. Artículo 35 – Cooperación con la 

sociedad civil. 
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♦ 
u aplicación, así 

♦ 

cientes para su aplicación, no solo en relación con las 

♦ 

n un 

♦  residencia por circunstancias 

 no opten por la colaboración (dado el riesgo personal y familiar que 

 de la situación documental o de su colaboración o no. 

. 

as perspectivas.  

Europa, cuyo núcleo fundamental son: las condiciones de vida para asegurar la 
subsistencia, entre ellas un alojamiento conveniente y seguro, la asistencia 
material y psicológica. Esta asistencia tampoco debería condicionarse a la 
colaboración con las autoridades; y deben poder acceder a ella 
independientemente de su situación administrativa. 
Es fundamental el desarrollo reglamentario de la Ley de Protección de Testigos 
y que se dote con los recursos económicos suficientes para s
como la adaptación de la normativa de extranjería, para que la protección de 
estas víctimas y sus familias sea  efectiva. 
Hacer efectivas las medidas de protección reguladas en la Ley Orgánica 
19/1994, de 23 de diciembre, de Protección de Testigos y Peritos en Causas 
Criminales, para lo que es fundamental: un desarrollo reglamentario que 
clarifique que tipo de medidas se aplican en cada situación y  la dotación de 
recursos económicos sufi
víctimas denunciantes o testigos, sino que dicha protección debe hacerse 
extensiva a los familiares que pudieran encontrarse en peligro. 
Hacer efectivo el derecho de las víctimas, reconocido en la normativa europea, 
a un periodo de recuperación y reflexión que les permita decidir libremente su 
colaboración con la justicia. Para que este periodo de reflexión sea válido y 
cumpla el objetivo marcado, es necesario garantizar que las víctimas tenga
rápido y fácil acceso a las medidas de protección y recuperación biopsicosocial, 
así como acceder a una autorización de residencia que le garantice derechos en 
su proceso de inserción. 
Garantizar el acceso a una autorización de
excepcionales o humanitarias, a aquellas víctimas que tras el periodo de 
reflexión
esto conlleva) en función de una valoración técnica del daño sufrido (informes 
médicos, psicológicos…). Insistimos en que debe prevalecer la condición de 
víctima por encima

 Apoyar la creación de centros de acogida y el aumento de los alojamientos 
temporales para las víctimas, donde se garantice su protección  y proceso de 
recuperación, en consonancia con la red de centros estatales y autonómicos de 
protección de victimas de violencia de género

 Generalizar la disponibilidad de líneas telefónicas gratuitas para asistencia a las 
víctimas. 

 Adoptar disposiciones que permitan el embargo y la confiscación de los 
beneficios derivados de los delitos relacionados con la trata de mujeres para la 
explotación sexual 

10. Formación de todos los agentes sociales que intervienen en la detección, 
protección y asistencia en materia de violencia de género en todas sus 
manifestaciones, en perspectiva de género e intercultural de manera que se 
aborde la realidad desde amb
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11. Valoramos positivamente que el Foro haya priorizado un monográfico sobre la 
Violencia de género y mujeres inmigrantes y animamos a que se mantenga dicha 
prioridad y se aborden otras formas de violencia contra las mujeres además de las 
tratadas en este informe tales como la violencia por motivos de honor y el acoso 
sexual en el entorno laboral. 

12. También valoramos positivamente la elaboración del anunciado Plan de Lucha 
contra la Trata con fines de explotación sexual y solicitamos que dicho texto sea 
remitido a informe al Foro. 
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